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cho anteriormente no es lo 
mismo un trabajador indefi-
nido que, pese a su condición, 
puede ser despedido en cual-
quier momento, como ocurre 
con la contratación laboral y 
en el sector privado. Que un 
funcionario, que sí es fijo, por-
que sólo puede ser despedido 
por una falta de disciplina 
muy grave. No se le aplica el 
Estatuto de los Trabajadores. 

Por esta razón,  el  Tribunal 
Europeo le dijo el jueves pasa-
do al Juzgado de los Conten-
cioso Administrativo de Bar-
celona, que son los tribunales 
españoles, y el Gobierno, los 
que deben hacer los cambios 
legislativos necesarios para 
adaptarse en este punto a la 
normativa europea. 

Entre tanto, Luxemburgo 
aconseja a los tribunales espa-
ñoles que la mejor forma de 
sancionar a las administracio-
nes incumplidoras con los in-
terinos es convertir en indefi-
nidos a todos aquellos que es-
tén en una situación irregular. 
Incluso, con un régimen de 
despido igual que los funcio-
narios. Con un despido por 
una indisciplina muy grave. Y, 
siempre que, así, la adminis-
tración cumpla la legislación 
española. El sindicato  de fun-
cionarios, CSIF, anunció ayer 
que el próximo día 27, jueves, 
comenzará las protestas para 
que, cuanto antes, el Gobier-
no cumpla su compromiso de 
subir los salarios un 2,5% para 
este año.

M.Valverde. Madrid 
El Gobierno, las comunidades 
autónomas y los ayuntamien-
tos acordaron ayer desplazar 
para más adelante la solución 
laboral de los trabajadores in-
terinos que pasan años sin 
consolidar definitivamente su 
plaza laboral. Que aunque 
puedan parecer indefinidos 
para el resto de su vida labo-
ral, en un momento dado pue-
den ser despedidos porque su 
plaza ha sido cubierta por un 
funcionario mediante oposi-
ción. O también, su puesto de 
trabajo puede quedarse sin 
presupuesto y no justificarse. 
En esta situación, el Gobierno 
ha identificado a 300.000 
personas, que espera termi-
nar de consolidar como fun-
cionarios a final de año. 

Sin embargo, hay otras 
fuentes, como el Registro de 
Personal y otras asociaciones 
de defensa del colectivo de in-
terinos, que eleva a estos tra-
bajadores a entre 600.000 y 
800.000, en el conjunto de las 
administraciones. 

En este contexto, el Gobier-
no, las comunidades autóno-
mas y los ayuntamientos deci-
dieron ayer que actuarán so-
bre este problema cuando ve-
an cómo se pronuncian los 
tribunales españoles sobre la 
última  sentencia del Tribunal 

de Justicia de la Unión Euro-
pea sobre esta cuestión, que 
se publicó el pasado día 13.  

Precisamente, la secretaria 
de Estado de la Función Pú-
blica, Clara Mapelli, reunió 
ayer, por vía telemática, a las 
comunidades autónomas y a 
la FEMP, la asociación de los 
ayuntamientos españoles, pa-
ra analizar la sentencia del 
TJUE. Así es que decidieron 
darle cuerda a la cometa, a la 
espera de que hablen otra vez, 
y fundamentalmente el Tri-
bunal Europeo y el Tribunal 
Supremo. 

Esto es así porque, en últi-
ma instancia, Luxemburgo 
debe responder a las pregun-
tas que el Tribunal Supremo 
le ha hecho sobre la siguiente 
cuestión: ¿Cómo se puede 
convertir en funcionarios, 
personal fijo, a los trabajado-
res interinos que llevan años 
en el mismo puesto, sin con-
travenir la legislación españo-
la? O lo que es lo mismo: con 
el respeto a los principios 
constitucionales de acceso a 
la Función Pública, de igual-
dad, mérito, capacidad y pu-
blicidad. 

Dicho de otra forma, cómo 
encaja el modelo español de 
acceso a la Función Pública 
en la legislación europea so-
bre el empleo de duración de-
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terminada, que se regula por 
el Acuerdo Marco de 1999 y la 
correspondiente directiva co-
munitaria. 

Esto es así porque el Tribu-
nal Supremo rechaza que los 
interinos puedan convertirse 
en funcionarios, o empleados 
fijos, sin pasar por las pruebas 
de acceso habituales en la 
oferta de empleo público. Por 
las oposiciones, reguladas te-
niendo en cuenta la igualdad 

de oportunidades, el mérito, 
la capacidad y la publicidad 
de las pruebas y de las califica-
ciones. 

Hay que recordar que el 
pasado día 13, el Tribunal de 
Justicia de la UE reiteró su 
doctrina respecto a esta cues-
tión, al pronunciarse sobre el 
caso de tres trabajadoras de la 
administración catalana que 
reclamaban tener un puesto 
fijo después de llevar varios 

años trabajando, sin consoli-
dar su empleo. El Tribunal de 
Luxemburgo sostiene los si-
guientes argumentos: en pri-
mer lugar, en su opinión, la le-
gislación española no tiene 
ninguna regulación que per-
mita sancionar a una adminis-
tración que “abusa” de la con-
tratación de trabajadores in-
terinos sin hacerlo definitiva-
mente fijos. Es decir, funcio-
narios. Como ha quedado di-

M. Valverde. Madrid 
El Ministerio de Trabajo co-
gerá ahora las negociaciones 
sobre la reducción de la jor-
nada laboral a 37,5 horas a la 
semana, sin recortar el sala-
rio, tras el fracaso de las pa-
tronales CEOE y Cepyme y 
de los sindicatos CCOO y 
UGT  en llegar a un acuerdo 
al respecto. Así lo anunció 
ayer Joaquín Pérez Rey, se-
cretario de Estado de Em-
pleo, tras constatar que los 
agentes sociales han agotado 
todas las posibilidades de lle-
gar a un acuerdo. 

A cambio de reducir la jor-
nada laboral ordinaria, los 
empresarios quieren com-
pensaciones en el aumento 
de las horas extraordinarias. 
El límite está ahora en las 

ochenta horas anuales. 
CEOE y Cepyme también 
quieren más flexibilidad en la 
gestión del tiempo de trabajo 
en las empresas. Y ven muy 
difícil la aplicación de la me-
dida en las micro y pequeñas 
empresas. Por ejemplo, en los 
talleres, los comercios  o los 
bares. 

Por lo tanto, a partir de 
ahora el Gobierno conducirá 
las negociaciones con el fin de 
intentar que haya un proyec-
to de ley en el Congreso de los 

Diputados antes de agosto, 
antes de las vacaciones de ve-
rano. Un norma que plasme 
de manera efectiva la reduc-
ción, por ley, de la jornada la-
boral a 38,5 horas semanales, 
este mismo año, y a 37,5 ho-
ras, en 2025. 

Una propuesta 
Para empezar, el Gobierno 
enviará en los próximos días, 
a la patronal y a los sindicatos, 
una propuesta “que incluya la 
mejora sustancial del registro 
horario de las empresas, a tra-
vés de su digitalización com-
pleta, y que sea accesible di-
rectamente para la Inspec-
ción de Trabajo”. Para evitar 
el fraude en las empresas. 
“Queremos que se controle el 
tiempo de trabajo y que se 

controle adecuadamente”, 
dijo Pérez Rey. En segundo 
lugar, el Gobierno y los agen-
tes sociales se reunirán todos 
los lunes, para acelerar la ne-
gociación. Empezando por el 
próximo día 24, a las doce del 
mediodía. 

El responsable de Trabajo 
aseguró que “el Gobierno va a 
hacer todo lo posible” para 
que el acuerdo de reducción 
de jornada incluya a los sindi-
catos y a los empresarios. 
Bien es verdad que, en un 
nuevo aviso a CEOE y 
Cepyme, Pérez Rey precisó 
que el Ejecutivo va a hacer es-
ta reforma, aunque no cuente 
con el concurso de todos los 
agentes sociales. 

“Naturalmente, si [el 
acuerdo] no fuera posible, ba-

Trabajo retoma la rebaja de la jornada 
ante el choque de patronal y sindicatos

Trabajo reducirá  
la jornada a las 37,5 
horas semanales, 
aunque no haya 
pacto con CEOE

Joaquín Pérez Rey, secretario de Estado de Empleo.

jo ningún concepto renuncia-
mos [en el Ejecutivo] a lo que 
es la esencia, a uno de los ele-
mentos característicos de este 
Gobierno de coalición, que 
debe pasar, entre otras cosas, 
a la historia de las relaciones 
laborales por haber propicia-
do la primera reducción de la 
jornada legal de trabajo desde 

hace 40 años”. Es más, el res-
ponsable de Trabajo ya le dijo 
a los empresarios que el Mi-
nisterio “no ve con buenos 
ojos” que haya una reducción 
de la jornada laboral ordina-
rio, a cambio de que aumen-
ten las horas extras, cuyo lími-
te legal está en las ochenta ho-
ras anuales.
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